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Luz Elena Sánchez Manrique vs Colpensiones


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

Providencia:

Sentencia de Segunda Instancia, lunes 13 de mayo de 2019

Radicación No:

66001-31-05-002-2017-00117-01

Proceso:

Ordinario Laboral

Demandante:

Luz Elena Sánchez Manrique
Demandado:

Colpensiones  

Juzgado de origen:
Segundo Laboral del Circuito de Pereira 

Magistrado Ponente:
Francisco Javier Tamayo Tabares

TEMAS:
PENSIÓN DE INVALIDEZ / DISFRUTE / FECHA DE ESTRUCTURACIÓN DE LA INVALIDEZ FRENTE A ENFERMEDADES PROGRESIVAS O CONGÉNITAS.
… la Corte Constitucional ha trazado una línea jurisprudencia sobre el tema de la estructuración de la invalidez en personas que padecen enfermedades crónicas, degenerativas o congénitas. Ha dicho de manera reiterada, que en este tipo de dolencias, la estructuración de la invalidez no puede señalarse desde la calenda en que se estableció la existencia de la enfermedad, pues ello, al remontarse casi que a las épocas del natalicio, o a escasa edad del afiliado o con la aparición del primer síntoma de la enfermedad o cuando fue diagnosticada, haría inviable la posibilidad de estos de acceder a la prestación pensional, a pesar de haberse afiliado al sistema y efectuado unas cotizaciones. (…)
Acorde con la citada jurisprudencia, la fecha de estructuración de la invalidez no puede ser aquella en que medicamente se encontró la enfermedad, sino que es indispensable verificar cuándo realmente la persona perdió su capacidad de desarrollar una actividad de índole laboral. 

En el mismo sentido, la aludida Corporación en la sentencia SU – 588 de 2016, citada nuevamente en la T-563 de 2017 señaló que es posible considerar las semanas cotizadas con posterioridad a la fecha de estructuración del estado de invalidez hasta que se acredite la pérdida definitiva de la capacidad laboral residual del afiliado…

De conformidad con el artículo 40 de la Ley 100 de 1993, la pensión de invalidez se reconocerá a solicitud de parte interesada y comenzará a pagarse, en forma retroactiva, desde la fecha en que se produzca tal estado, salvo que el afiliado esté recibiendo subsidio de incapacidad, caso en el cual el disfrute corresponderá al día siguiente al último día de pago de la incapacidad.
SALVAMENTO DE VOTO: DOCTORA OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

Con el debido respeto disiento de la decisión adoptada por la Sala Mayoritaria, en tanto considero debió ser revocada la sentencia objeto de apelación. 

Lo anterior, bajo el entendido que los requisitos para acceder a la pensión de invalidez se encuentran contemplados en el artículo 39 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 1° de la Ley 860 de 2003, que exige al afiliado haber cotizado por lo menos 50 semanas dentro de los tres años inmediatamente anteriores a la estructuración de su estado de invalidez del 50% o superior…
… en este asunto no está demostrado que la demandante hubiese trabajado efectivamente con posterioridad a la fecha de estructuración de su estado invalidante (2011), sin que tenga valor probatorio su mera afirmación y que fuera tenida en cuenta en la acción de tutela. No arribó prueba testimonial, y la documental nada contribuye a probar la prestación de su servicio.

Por lo tanto, resulta claramente inaplicable la jurisprudencia antes indicada que permite el cambio de la fecha a partir de la cual pueden contabilizarse las semanas necesarias para encontrar satisfecha la densidad de cotizaciones para causar el derecho a la pensión de invalidez; muy a pesar de  haberse reconocido este derecho en sede administrativa por Colpensiones.
REPÚBLICA DE COLOMBIA


[image: image1.wmf] 

 


TRIBUNAL SUPERIOR DE DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA CUARTA DE DECISIÓN LABORAL

AUDIENCIA PÚBLICA:

En Pereira, hoy trece (13) de mayo de dos mil diecinueve (2019), siendo las nueve y treinta minutos de la mañana (9:30 a.m.) reunidos en la Sala de Audiencia las magistradas y el magistrado del Tribunal Superior de Pereira, presidido por el ponente, declaran formalmente abierto, que tiene por objeto resolver el grado jurisdiccional de consulta frente a la sentencia proferida el 5 de diciembre de 2017 por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ordinario promovido por Luz Elena Sánchez Manrique contra Colpensiones.
IDENTIFICACIÓN DE LOS PRESENTES:

I. INTRODUCCIÓN

Pretende la demandante que se condene a la entidad demandada a cancelar el retroactivo pensional causado entre el 21 de marzo de 2012 y el 1º de noviembre de 2016, fecha en que le fue cancelada la primera mesada pensional, además de los intereses de mora y las costas del proceso. 

Como sustento fáctico de tales pedimentos, expone para lo que interesa a esta instancia, básicamente que debido a los distintos problemas de salud que la aquejaban, entre ellos “Isquemia coronaria severa, hipertensión arterial e hipotiroidismo”, fue calificada por el Área de Medicina Laboral del Instituto de Seguros Sociales, mediante dictamen proferido el 21 de marzo de 2012, dictaminándole una pérdida de capacidad laboral del 58.95 % de origen común, estructurada el día 5 de junio de 2011; que mediante Resolución GNR 323055 del 29 de octubre de 2016 la entidad demandada le reconoció la pensión de invalidez, tomando en consideración la línea jurisprudencial emanada por la Corte Constitucional según la cual, cuando se trata de enfermedades crónicas, debe tenerse como fecha de estructuración aquella en que se emitió el dictamen de calificación; que no obstante lo anterior, la entidad de seguridad social no reconoció retroactivo pensional alguno. Refiere que presentó solicitud de revocatoria directa del mentado acto administrativo, sin embargo la misma fue resuelta en forma desfavorable, aduciendo la existencia de cotizaciones posteriores a la emisión del dictamen de calificación. Por último, aduce que nunca ha recibido el pago de incapacidades médicas. 
Admitida la demanda, se trabó la Litis con la entidad demandada, quien al contestar la demanda se opuso a las pretensiones arguyendo que la pensión de invalidez le fue reconocida a la demandante en cumplimiento de los presupuestos legales. En su defensa, propuso como excepciones las que denominó “Inexistencia de la obligación demandada y cobro de lo no debido”, “Buena fe”, “Imposibilidad jurídica para cumplir con las obligaciones pretendidas” y “Prescripción”. 
II. SENTENCIA DEL JUZGADO

La jueza del conocimiento dictó fallo en el que accedió parcialmente a las pretensiones, ordenando a Colpensiones reconocer y pagar el retroactivo pensional solicitado en cuantía de $36`968.500, al considerar que los lineamientos de la Corte Constitucional eran aplicables al caso concreto, puesto que en tratándose de enfermedades progresivas, la estructuración de la invalidez debe ser fijada a partir de la fecha de emisión del dictamen de PCL. De otra parte, estimó que el pago de los intereses moratorios peticionados era improcedente, por haberse basado el reconocimiento del retroactivo pensional en una interpretación constitucional favorable. 
III. CONSULTA  

Respecto del citado proveído se dispuso el grado jurisdiccional de consulta en favor de la entidad accionada, en los términos del artículo 69 del C.P.T y S.S. y surtido como se encuentra el trámite procesal de la instancia, se procede a desatarlo.
2.1 Del problema jurídico:

¿Hay lugar a imponer a cargo de la entidad accionada el pago del retroactivo pensional al que accedió la a-quo? 
III. CONSIDERACIONES

De manera previa es menester precisar que pese a que en el expediente administrativo allegado en medio magnético CD, milita copia de los fallos de primera y segunda instancia del proceso ordinario laboral que en el 2014 la demandante presentó en el Distrito Judicial de Manizales, a fin de obtener el reconocimiento de la pensión de invalidez, y que fue negada en segundo grado; lo cierto es que tales providencias según la documental aportada a la Secretaría de esta Corporación –ver fls.12 a 41-, centraron su atención exclusivamente en la aplicación del principio de la condición más beneficiosa, circunstancia que obviamente descarta cualquier impedimento al nuevo juez, para conocer el asunto que hoy concita el interés de la Sala, y en el que se plantea por primera vez la procedencia del retroactivo de la pensión de invalidez que con posterioridad, por vía administrativa, le fue reconocida a la actora, en aplicación de las reglas establecidas por la Corte Constitucional para la determinación de la fecha de estructuración en los casos de enfermedades crónicas, degenerativas y congénitas. 
Aclarado el panorama anterior, procede la Sala a determinar si hay lugar o no al retroactivo pensional implorado.  
Estructuración de la invalidez cuando se trata de enfermedades crónicas, degenerativas o congénitas. 

Sabido es que la Corte Constitucional ha trazado una línea jurisprudencia sobre el tema de la estructuración de la invalidez en personas que padecen enfermedades crónicas, degenerativas o congénitas. Ha dicho de manera reiterada, que en este tipo de dolencias, la estructuración de la invalidez no puede señalarse desde la calenda en que se estableció la existencia de la enfermedad, pues ello, al remontarse casi que a las épocas del natalicio, o a escasa edad del afiliado o con la aparición del primer síntoma de la enfermedad o cuando fue diagnosticada, haría inviable la posibilidad de estos de acceder a la prestación pensional, a pesar de haberse afiliado al sistema y efectuado unas cotizaciones.
Es así como en sentencia T-128 de 2015 puntualizó que: 
“cuando una entidad estudia la solicitud de reconocimiento de una pensión de invalidez de una persona que padece una enfermedad crónica, degenerativa o congénita deberá establecer como fecha de estructuración de la invalidez el momento en que la persona haya perdido de forma definitiva y permanente su capacidad laboral igual o superior al 50%  y, a partir de ésta, verificar si la persona que ha solicitado la pensión de invalidez cumple con los requisitos establecidos por la normatividad aplicable para el caso concreto.”

Acorde con la citada jurisprudencia, la fecha de estructuración de la invalidez no puede ser aquella en que medicamente se encontró la enfermedad, sino que es indispensable verificar cuándo realmente la persona perdió su capacidad de desarrollar una actividad de índole laboral. 

En el mismo sentido, la aludida Corporación en la sentencia SU – 588 de 2016, citada nuevamente en la T-563 de 2017 señaló que es posible considerar las semanas cotizadas con posterioridad a la fecha de estructuración del estado de invalidez hasta que se acredite la pérdida definitiva de la capacidad laboral residual del afiliado, para lo cual se deberá seguirse la siguiente regla de unificación:

“44.2. Ahora bien, una vez la competencia es asumida por Colpensiones o las administradoras de fondos de pensiones, (independientemente del régimen pensional), es decir, cuando la persona solicita el reconocimiento y pago de la pensión de invalidez, a estas entidades les corresponderá verificar: (i) que la solicitud pensional fue presentada por una persona que padece una enfermedad congénita, crónica y/o degenerativa, (ii) que con posterioridad a la fecha de estructuración de la invalidez fijada por la autoridad médico laboral, la persona cuenta con un número importante de semanas cotizadas; y, (iii) que los aportes fueron realizados en ejercicio de una efectiva y probada capacidad laboral residual, es decir que, en efecto, la persona desempeñó una labor u oficio y  que la densidad de semanas aportadas permite establecer que el fin de la persona no es defraudar al Sistema.

De acreditarse todo lo anterior, Colpensiones o la Administradora de Fondos de Pensiones deberá elegir el momento desde el cual aplicará el supuesto establecido en el artículo 39 de la Ley 100 de 1993, tal y como fue modificado por la Ley 860 de 2003. Dicha [sic] instante podrá corresponder a la fecha en la que (i) se realizó la última cotización; (ii) la de la solicitud pensional; o (iii) la de la calificación, decisión que se fundamentará en criterios razonables, previo análisis de la situación particular y en garantía de los derechos del reclamante. Es decir que, a partir de dicho momento, realizará el conteo hacia atrás de las 50 semanas cotizadas dentro de los 3 años anteriores, para determinar si la persona tiene o no derecho al reconocimiento de la pensión de invalidez”.

Disfrute de la pensión de invalidez 

Dispone el inciso final del canon 40 de la Ley 100 de 1993, que la prestación por invalidez se otorga a partir de la fecha en que se produzca tal estado, esto es, desde que se estructuró de manera definitiva la merma en la capacidad laboral del afiliado. Sin embargo, el artículo 3° del Decreto 917 de 1999 en concordancia con el artículo 10 del Decreto 758 de 1990, establecen que cuando el beneficiario de la pensión estuviere gozando del subsidio por incapacidad temporal, el pago de la pensión de invalidez comenzará a cubrirse al expirar el derecho al mencionado subsidio.

El disfrute de esta prestación no puede confundirse con la pensión de vejez, la cual exige la desafiliación definitiva del sistema, que puede ser entendida por la cesación de aportes o la manifestación expuesta en tal sentido por el afiliado, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 13 del Acuerdo 049 de 1990, al paso que, la de invalidez se genera, conforme a lo indicado en el inciso final del canon 40 de la Ley 100 de 1993, desde que se produjo el estado de invalidez del afiliado. 

Caso concreto

En el sub-lite, no es objeto de discusión: (i) que la demandante fue calificada con una pérdida de capacidad laboral del 58.95 % según dictamen emitido por el Área de  Medicina Laboral del Instituto de Seguros Sociales el 21 de marzo de 2012; y (ii) que Colpensiones en aplicación de la jurisprudencia recién citada, le reconoció a la actora a través de la Resolución GNR 323055 del 29 de octubre de 2016 –fl.31-, la pensión de invalidez con efectos a partir del 1º de noviembre de 2016, para lo cual determinó que padece una enfermedad catastrófica y progresiva, que cotizó un número importante de semanas con posterioridad a la fecha de estructuración determinada por el organismo calificador y, que realizando el conteo desde la fecha de emisión del dictamen de calificación, reúne la densidad de semanas necesarias para alcanzar el derecho pensional. 
Puestas de ese modo las cosas, es claro que la entidad de seguridad social demandada atendió como fecha de estructuración para la aplicación del supuesto establecido en la Ley 860 de 2003, el 21 de marzo de 2012, fecha de la calificación de pérdida de capacidad laboral, y aunque tal supuesto no fue objeto de controversia en este proceso, vale la pena precisar que la entidad no se equivocó al razonar de esa forma, si se tiene en cuenta que la demandante desde el 2 de febrero de 2012, luego de ser sometida a una cirugía de corazón abierto y a una angioplastia con balón más implante de stents intercoronarios con el fin de evitar un nuevo ataque cardiaco, ver fl.15, perdió en forma definitiva su capacidad residual para seguir laborando como modista independiente, tal como ella lo afirmó en el escrito de tutela que presentó en el 2013 y que reposa en el expediente administrativo allegado en medio magnético CD. 
De suerte que las cotizaciones que aparecen registradas en la historia laboral de la actora con posterioridad a la fecha de emisión del dictamen de PCL y hasta el 2016, debe entenderse que son producto de su capacidad laboral residual. 

En ese orden de ideas, habiendo determinado la entidad demandada que la invalidez de la actora se dio en forma definitiva el 21 de marzo de 2012, sin que se acreditara que con posterioridad recibió algún subsidio por incapacidad, según certificado obrante a folio 48, el disfrute de la prestación pensional debió fijarse desde el momento de la estructuración y no desde el 1º de noviembre de 2016, como lo hizo la entidad. 
No obstante, en virtud de la excepción de prescripción propuesta por la entidad demandada,  se tiene que las mesadas causadas con antelación al 24 de mayo de 2013 se encuentran prescritas, como quiera que dicho fenómeno sólo se interrumpió con la solicitud pensional presentada por la actora ese día y mes del año 2016, cuya respuesta fue notificada el 13 de julio de ese año, amén de que esta acción judicial la instauró un año después, concretamente, el 7 de marzo de 2017, según documento visible a folio 11. 

Vale precisar que pese a que la demandante presentó previamente el 27 de septiembre de 2012 una primera solicitud de pensión, esta no alcanzó a interrumpir el fenómeno extintivo, respecto de las mesadas causadas con antelación a esa calenda, por cuanto en los términos del artículo 151 CPT SS y 488 CST, transcurrieron más de tres años para la interposición de la demanda judicial. Por consiguiente, erró la sentenciadora de primer grado al no declarar probada parcialmente dicha excepción perentoria y, acceder al pago del retroactivo causado desde el 21 de marzo de 2012.
Efectuados los cálculos respectivos, el valor de dicho rubro, calculado  desde el 24 de mayo de 2013 al 31 de octubre de 2016, según liquidación de la Sala que se pone de presente a los asistentes, asciende a $28`130.675. Por ende, se modificará el ordinal 1º de la sentencia de primer grado, en atención al grado jurisdiccional de consulta que opera en favor de la entidad demandada, y se adicionará en el sentido de declarar probada la prescripción en la forma antes expuesta. 

Sin costas en esta instancia, por haberse conocido en consulta. 
En mérito de lo expuesto, el H. Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira - Risaralda, Sala 4ª Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
FALLA

1. Modificar el ordinal 1º de la sentencia dictada el 18 de mayo de 2018  por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito, dentro del proceso ordinario laboral de la referencia, en el sentido de Condenar a la Administradora Colombiana de Pensiones Colpensiones a reconocer y pagar en favor de Luz Elena Sánchez Manrique el retroactivo pensional causado entre el 24 de mayo de 2013 y el 31 de octubre de 2016, en cuantía de $28`130.675.
2. Adicionar la providencia, para Declarar parcialmente probada la excepción de prescripción propuesta por Colpensiones, respecto de las mesadas causadas con antelación al 24 de mayo de 2013. 
3. Sin costas en esta instancia. 
NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE.
La anterior decisión queda notificada en estrados.

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

Magistrado Ponente

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN



OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

      Magistrada






         Magistrada

       







        Salva voto
ANEXO
	AÑO 
	VALOR DE LA MESADA 
	No. MESADAS
	SUBTOTAL 

	2013
	$589.500
	8,23
	$4.851.585

	2014
	$616.000
	13
	$8.008.000

	2015
	$644.350
	13
	$8.376.550

	2016
	$689.454
	10
	$6.894.540

	SUBTOTAL 
	$28.130.675
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Pensión de invalidez – Enfermedades degenerativas

SALVAMENTO  DE VOTO 

Con el debido respeto disiento de la decisión adoptada por la Sala Mayoritaria, en tanto considero debió ser revocada la sentencia objeto de apelación. 

Lo anterior, bajo el entendido que los requisitos para acceder a la pensión de invalidez se encuentran contemplados en el artículo 39 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 1° de la Ley 860 de 2003, que exige al afiliado haber cotizado por lo menos 50 semanas dentro de los tres años inmediatamente anteriores a la estructuración de su estado de invalidez del 50% o superior, norma que se aplica en el caso concreto, por ser la vigente para el año 2011 data en la que se estructuró la invalidez.

Frente a la acreditación de la densidad de cotizaciones, en términos generales debe cumplirse con anterioridad a la determinación de la PCL; sin embargo, de manera excepcional, pueden considerarse otros momentos como son: (i) la fecha de calificación de la invalidez, (ii) la fecha de la última cotización efectuada o (iii) la fecha de solicitud del reconocimiento pensional; siempre y cuando la invalidez haya sido el producto de una enfermedad crónica o progresiva y las cotizaciones realizadas con posterioridad a la verdadera estructuración del estado invalidante se hayan realizado en ejercicio de una efectiva y probada capacidad residual del interesado y no con el único fin de defraudar al sistema general de pensiones; tal y como lo ha sostenido la SCL de la CSJ
, que a su vez ha admitido la tesis expuesta por su homóloga Constitucional
.

Conforme al material probatorio adosado al expediente no se acreditan todos los requisitos para aplicar el anterior criterio jurisprudencial con el objeto de modificar el punto de partida para contabilizar las 50 semanas de cotización por tratarse de una enfermedad degenerativa, dado que uno de los requisitos es que la persona realice los aportes al sistema pensional en virtud de una efectiva y probada capacidad residual de trabajo, lo que implica que efectivamente se desarrolle una labor, sin que baste para ello las meras aportes a pensión, máxime que se hicieron en calidad de independiente. 

Así, en este asunto no está demostrado que la demandante hubiese trabajado efectivamente con posterioridad a la fecha de estructuración de su estado invalidante (2011), sin que tenga valor probatorio su mera afirmación y que fuera tenida en cuenta en la acción de tutela. No arribó prueba testimonial, y la documental nada contribuye a probar la prestación de su servicio.

Por lo tanto, resulta claramente inaplicable la jurisprudencia antes indicada que permite el cambio de la fecha a partir de la cual pueden contabilizarse las semanas necesarias para encontrar satisfecha la densidad de cotizaciones para causar el derecho a la pensión de invalidez; muy a pesar de  haberse reconocido este derecho en sede administrativa por Colpensiones. 

En este orden de ideas, al hallarse la improcedencia del derecho pensional de la actora, pese a que fue reconocido en sede administrativa, no es posible reconocer el retroactivo deprecado, tal  y como lo ha sostenido la SCL de la CSJ
 en sede de tutela en los siguientes términos: “no hay lugar a conceder el amparo
, porque conforme a la jurisprudencia reiterada de esta colegiatura, el accionante, no tendría derecho a la pensión de invalidez, como quiera que su pérdida de capacidad laboral superior al 50% se estructuró el 13 de mayo de 2013, esto es, bajo la vigencia de la Ley 860 de 2003, sin que sea posible aplicar el principio de la condición más beneficiosa,  para retroceder hasta el Acuerdo 049 de 1990 a fin de otorgar la prestación”; jurisprudencia aplicable en este caso, así no se trate de los mismos supuestos facticos, pues de lo que se toma de ella es que el retroactivo no hay lugar a reconocerse, cuando el derecho pensional no había lugar a concederlo.

En estos términos dejo sentado mi salvamento de voto. 

OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA  

Magistrada
� CSJ SL9203-2017, SL 16374-2015, reiteradas en la SL 11229 del 25/07/2017.


� SU-588/16


� SLT9051 de 2018


� Que pretendía el reconocimiento del retroactivo pensional
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